
cho comunitario y a la adaptación al mis-
mo de nuestro régimen legal de contrata-
ción pública, así como a las previsiones de
la legislación de aguas y del Real Decreto-
Ley 11/1995, de 28 de diciembre.

La segunda parte está meditada y es-
crita a partir de la presencia de otros pro-
tagonistas: los agentes privados, para lo
que, en tres capítulos más, retrocede al
ámbito local, obviamente recurrente en el
trabajo, y examina si la garantía de la au-
tonomía local es una posibilidad o un lí-
mite para la intervención privada en la
gestión del saneamiento, para continuar
con los modelos conocidos de gestión pú-
blica y privada en este campo (donde el
lector puede encontrar, con amplio funda-
mento en fuentes germánicas, un excelen-
te excurso sobre el sentido y la evolución
de la Administración institucional) y con-
cluir con la aparición de nuevos sistemas y
enfoques de la relación entre lo público y
el mercado, en las páginas tal vez más bri-
llantes e ilustrativas del dominio de la ma-
teria por la autora, tanto al examinar las
tradicionales técnicas de supramunicipali-
dad o las comunidades de vertidos como
al abordar el new public management, la
creciente colaboración de privados en las
tareas de saneamiento de las aguas resi-
duales, como la incidencia que puede lle-
gar a tener el nuevo contrato de colabora-
ción entre el sector público y el privado. 

En fin, es de agradecer y de reconocer
la capacidad de síntesis con la que, en
poco más de dos páginas, la doctora
OLLER expone sus conclusiones, a las que
denomina, sin ápice de pretensión, por-
que lo son, «Tesis finales». Razonamien-
tos con buena ilación y mejor fundamento
que acreditan el interés de la materia, lo
provechoso de su investigación y las cuali-
dades de quien la ha llevado a cabo.

Estamos, por tanto, no sólo ante una
excelente tesis, como tiempo atrás ya juz-
garon sus evaluadores, sino ante una obra
innovadora que trasciende el mero interés
teórico para ser útil a gestores públicos y
privados. Un libro, además, escrito con
buena pluma que presagia, como así de-
seo, nuevas y valiosas aportaciones de su
autora y una brillante carrera académica.

Leopoldo TOLIVAR ALAS

Universidad de Oviedo 

RIVAS CASTILLO, María Isabel: Régimen 
jurídico de las infraestructuras ferrovia-
rias (Prólogo de Lorenzo MARTIN-RE-
TORTILLO BAQUER), Instituto Andaluz de
Administración Pública (Premio Blas
Infante 2006), Sevilla, 2007, 387 págs.

I

El libro que el lector tiene en sus ma-
nos tiene por objeto el estudio de la orde-
nación jurídica de las infraestructuras del
sector ferroviario en España. Tras la apro-
bación de la Ley 39/2003, de 17 de no-
viembre, del Sector Ferroviario, y su desa-
rrollo reglamentario en virtud del Real
Decreto 2387/2004, de 30 de diciembre, se
ha implantado un nuevo modelo de regu-
lación del sistema ferroviario que precisa
de estudios por parte de la dogmática jurí-
dica con el fin de poder examinar y anali-
zar los nuevos mecanismos y variantes ju-
rídicas que el nuevo ordenamiento del
ferrocarril nos depara. Es en este contexto
en el que se encuadra la obra de la doctora
RIVAS CASTILLO, buena conocedora del sec-
tor ferroviario, como lo demuestran sus
diversas contribuciones a este ámbito ma-
terial, entre las que pueden citarse, a
modo de ejemplo y sin ánimo de exhausti-
vidad, las realizadas en la obra colectiva
El régimen jurídico del sector ferroviario
(Thomson-Aranzadi, 2007).

La presente monografía trae causa de
la tesis doctoral, realizada por la autora
en el seno del Departamento de Derecho 
Administrativo de la Universidad Com-
plutense, bajo la dirección del profesor
Lorenzo MARTÍN-RETORTILLO, que fue me-
recedora de la máxima calificación acadé-
mica por el tribunal que la juzgó. Éste es
el primer síntoma o indicador objetivo de
la calidad de la obra que tengo el placer
de recensionar, pero no el único. En este
sentido, debe señalarse que, además del
juicio altamente favorable emitido por el
tribunal juzgador de la misma, el presente
libro ha sido posteriormente galardonado
con el Premio Blas Infante, que concede
el Instituto Andaluz de Administración
Pública a aquellos estudios dedicados a
aspectos relacionados con la Administra-
ción Pública y el Derecho Administrativo.
Con estas dos cartas de presentación so-
bran otro tipo de elogios o halagos, por
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otra parte bien merecidos, que no harían
sino redundar en los ya logrados por la
autora de la monografía y atestiguan la
calidad de la obra.

II

El libro sigue una estructura clásica en
torno a tres ejes principales: en primer lu-
gar se aborda desde un planteamiento 
histórico la evolución del fenómeno ferro-
viario desde la perspectiva de sus infraes-
tructuras; en la segunda parte se afronta
el eje principal de la obra, que se centra en
el estudio del concepto de infraestructura
ferroviaria, y, finalmente, en la tercera
parte se examina el régimen jurídico ac-
tual de las infraestructuras ferroviarias.
Detengámonos, pues, en el examen de
aquellos puntos fundamentales del libro.

Comenzando por el primer bloque te-
mático, debe señalarse que el ferrocarril
es y ha sido un medio de transporte de in-
dudable importancia en la sociedad. Se
trata de un transporte seguro y con una li-
mitada incidencia en el medio ambiente,
así como con pequeña repercusión en el
consumo energético. Por estas razones
elementales, desde sus orígenes los go-
biernos de los diversos países se decidie-
ron por potenciarlo, favoreciendo su desa-
rrollo y atribuyéndole una misión de alta
repercusión en la sociedad y en la activi-
dad económica.

Desde la panorámica de las infraestruc-
turas ferroviarias puede afirmarse, como
pone de manifiesto el profesor MARTÍN-RE-
TORTILLO en el Prólogo que hace al libro,
que «en nuestro entorno cultural, y al mar-
gen de lo que se practique en otras coorde-
nadas, hoy se conviene con facilidad en
que al Estado le incumben importantes
responsabilidades a la hora de asegurar un
correcto sistema de infraestructuras ferro-
viarias, sin perjuicio de cuáles hayan de
ser luego las fórmulas concretas por las
que se opte en cada momento», añadiendo
que «un correcto sistema de transportes y,
en concreto, por lo que ahora interesa, una
acertada red ferroviaria, van a resultar de-
cisivos en cualquier sociedad contemporá-
nea. De ahí el irrenunciable compromiso
del Estado a la hora de promoverlo y ase-
gurarlo». Queda así puesta de relieve la

importancia del sector ferroviario en nues-
tro país, así como el compromiso que las
autoridades encargadas de desarrollarlo
deben adquirir con el fin de potenciarlo y
de crear e implementar las infraestructu-
ras necesarias para ello.

Hecha esta consideración de carácter
general, la autora del libro inicia una
aproximación histórico-evolutiva a la bús-
queda de la conceptualización de qué
debe entenderse por infraestructura ferro-
viaria. En este recorrido inicial que lleva a
cabo en los primeros capítulos del libro se
detiene en el análisis de las normas que
regulaban este sector, señalando la difi-
cultad de encontrar entre este conjunto de
normas iniciales una distinción clara del
elemento material de este medio, esto es,
los elementos que integraban el soporte
físico necesario para la prestación global
de los servicios de transporte ferroviario.
A pesar de esta dificultad, la autora esta-
blece cuáles deben ser las dos pautas o ca-
racterísticas esenciales desde donde debe
partirse para acercarnos a la finalidad
perseguida: el concepto de infraestructura
ferroviaria. Estos dos elementos son: en
primer lugar, la identificación del factor
material ferroviario y, en segundo lugar,
aquella relación íntima entre el camino y
los servicios que ha caracterizado durante
años el panorama ferroviario. Por tanto, a
partir de estas dos notas, la doctora RIVAS

CASTILLO examina las distintas variantes y
aproximaciones que las diversas leyes que
han incidido a lo largo de la historia so-
bre el sector ferroviario han llevado a
cabo acerca de qué debe entenderse por
infraestructura ferroviaria.

III

Un punto de inflexión en la delimita-
ción de lo que debe quedar comprendido
dentro del concepto de infraestructura fe-
rroviaria lo marca el Derecho comunita-
rio, fundamentalmente en la labor que ha
efectuado en el desarrollo de una política
de transportes ferroviarios. En este senti-
do, fiel reflejo de ello lo constituye el Re-
glamento (CEE) núm. 1108/70 del Conse-
jo, de 4 de junio, por el que se fijaban las
normas sobre contabilidad de gastos de las
infraestructuras de los diferentes medios
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de transporte terrestre, que, al analizar los
distintos elementos que se incluyeron bajo
la expresión infraestructura ferroviaria, po-
dían establecerse como denominadores
comunes dos caracteres esenciales de este
tipo de vías fijas que integran el concepto:
por un lado, que fueran necesarias para
garantizar la circulación de los vehículos y,
por otro lado, que con ellas se consiguiese
la prestación de los servicios de transporte
en condiciones suficientes de seguridad
para la circulación. Éstos fueron los pri-
meros pasos en el marco del Derecho co-
munitario, que sirvieron de base concep-
tual para la delimitación de lo que debía
quedar englobado dentro del concepto de
infraestructura ferroviaria, que fue perfi-
lándose a través de diferentes iniciativas
de las instituciones comunitarias, como
estudia detalladamente la autora a lo largo
del capítulo tercero. Igualmente, un ele-
mento importante de estudio es la evolu-
ción de la política comunitaria de trans-
porte ferroviario, que, por razones obvias,
ha tenido su reflejo en el desarrollo de las
infraestructuras ferroviarias y en la delimi-
tación conceptual de las mismas.

Así, debe resaltarse que en Europa el ca-
mino seguido inicialmente en la configura-
ción del modelo ferroviario fue distinto al
que se había seguido en España. La preocu-
pación fundamental en la Comunidad Eu-
ropea era, y sigue siendo, la liberalización
del sector ferroviario y la repercusión que
ésta puede tener en los ciudadanos, funda-
mentalmente desde la perspectiva de lograr
mejores servicios y precios.

Sin embargo, el descontento generali-
zado de los ciudadanos respecto a la cali-
dad y al coste del servicio ferroviario se
fue haciendo cada vez más patente en la
sociedad europea, fundamentalmente en
el periodo que transcurre de 1970 al año
2000, en el que la cuota del ferrocarril en
el sector del transporte, tanto de mercan-
cías como de pasajeros, fue un toque de
atención para los diversos gobiernos de la
Unión Europea. Ello hizo que poco a poco
fuera creciendo el interés por explorar
otras vías de gestión del sector ferroviario,
esencialmente dirigidas a la introducción
de la competencia en la prestación de este
tipo de servicios.

Ha sido, por tanto, la influencia de las
Instituciones Comunitarias y su política

de progresiva liberalización del sector de
los transportes la causa principal del cam-
bio que se va a producir en el sistema jurí-
dico de gestión del sector ferroviario. La
imperiosa necesidad de convertir el ferro-
carril en un modo de transporte competi-
tivo y de abrir los mercados nacionales al
transporte internacional de mercancías
realizado por las empresas ferroviarias
motivó que la Unión Europea comenzara
a implantar una serie de medidas norma-
tivas, de planificación y programación,
destacando en este sentido el Libro Blan-
co La política europea de transportes de
cara al 2010: la hora de la verdad, los deno-
minados paquetes ferroviarios como con-
junto de medidas normativas para su de-
sarrollo y la nueva ordenación del sector
ferroviario que resulta de las disposicio-
nes comunitarias que los han implemen-
tado. Así, por ejemplo, la Directiva 91/440/
CEE del Consejo, de 29 de julio de 1991,
sobre el desarrollo de los ferrocarriles co-
munitarios, modificada por la Directiva
2001/12/CE del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 26 de febrero de 2001, que es-
tablecía la necesidad de separar, al menos
contablemente, la explotación de los servi-
cios de transporte ferroviario y la admi-
nistración de las infraestructuras que
afectan al mismo. Esta normativa comu-
nitaria, que tanta importancia ha tenido a
posteriori en nuestra actual Ley estatal del
sector ferroviario, así como en las normas
autonómicas que han regulado la ordena-
ción del ferrocarril dentro de su ámbito
territorial, contemplaba igualmente el
mandato a los Estados miembros de aper-
tura de sus redes ferroviarias a las empre-
sas y a las agrupaciones empresariales in-
ternacionales que presten determinados
servicios de transporte internacional,
principalmente de mercancías. A su vez,
debe destacarse la Directiva 95/18/CE del
Consejo, de 19 de junio de 1995, sobre
concesión de licencias a las empresas fe-
rroviarias, que implantó la necesidad de
licencia para todas aquellas empresas que
presten servicios ferroviarios. Del mismo
modo, y fruto de la respuesta de diversos
Estados miembros a esta Directiva en el
sentido de ampliar los derechos de acceso
más allá de lo previsto por la norma 
comunitaria, se aprobó la Directiva 2001/
13/CE del Parlamento Europeo y del Con-
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sejo, de 26 de febrero de 2001, que genera-
lizó los principios de concesión de licen-
cias a todas las empresas activas en el sec-
tor con el propósito de garantizar a éstas
un trato justo, transparente y no discrimi-
natorio. Por su parte, la Directiva 2001/14/
CE del Parlamento Europeo y del Consejo,
de 26 de febrero de 2001, relativa a la ad-
judicación de capacidad de infraestructu-
ras ferroviarias, aplicación de cánones por
su utilización y certificación de la seguri-
dad, tenía por objeto garantizar a las di-
versas empresas ferroviarias el acceso a
las infraestructuras en condiciones trans-
parentes y no discriminatorias, así como
garantizar la seguridad en la prestación de
los servicios ferroviarios. Finalmente, la
Directiva 2001/16/CE del Parlamento Eu-
ropeo y del Consejo, de 19 de marzo de
2001, relativa a la interoperabilidad del
sistema ferroviario transeuropeo conven-
cional, perseguía como objetivo esencial
fijar las condiciones que deben cumplirse
para lograr, en el ámbito comunitario, la
plena interoperabilidad del sistema ferro-
viario.

IV

Este conjunto de medidas normativas
aprobadas por la Comunidad Europea han
tenido una indudable repercusión en la
configuración en España del nuevo régi-
men jurídico del sector ferroviario en ge-
neral y, en particular, en el de las infraes-
tructuras ferroviarias, como destaca la
autora de la monografía.

En España, la reforma del sector ferro-
viario se ha llevado a cabo mediante la
aprobación de la Ley 39/2003, de 17 de no-
viembre, del sector ferroviario, que incor-
poró el corpus normativo desarrollado por
la Unión Europea. Hay que advertir, no
obstante, que esta nueva regulación del ré-
gimen aplicable al sector ferroviario man-
tiene la vigencia de las normas generales
sobre transporte terrestre contenidas en la
Ley 16/1987, de 30 de julio, de ordenación
de los transportes terrestres (LOTT), ya
que la nueva Ley sólo deroga, de forma ex-
presa, la sección 2.ª del capítulo II, así
como los capítulos III, IV y V del Título VI
de la misma, lo que ha provocado diversas
disfunciones a la hora de determinar cuá-

les son los verdaderos principios que in-
forman el desarrollo de la nueva ordena-
ción ferroviaria que proclama la nueva
Ley.

En líneas generales, los dos pilares en
torno a los que se sustenta la reforma son:
por un lado, la separación de las activida-
des de administración y gestión de la in-
fraestructura y, por otro, la explotación de
los servicios y la progresiva apertura del
transporte ferroviario a la competencia.
La consecución de estos fines precisa de
una profunda modificación de las estruc-
turas y funciones de los actuales agentes
del sector ferroviario, así como la crea-
ción de otros nuevos que velen por la 
correcta aplicación de la nueva Ley.

La Ley 39/2003 define finalmente lo
que debe entenderse por infraestructura
ferroviaria por primera vez, como señala
RIVAS CASTILLO, puesto que con anteriori-
dad nunca se había regulado en bloque el
elemento físico del transporte ferroviario
mediante el empleo directo del término
infraestructura ferroviaria. Como apunta
la autora, se trata de una definición «for-
jada y ofrecida desde la descripción más o
menos detallada de los elementos que la
integran», debiendo ser completada con
las normas de desarrollo de la Ley.

La Ley 39/2003 ofrece, por tanto, una
regulación en bloque del elemento físico
del transporte ferroviario, mediante el
empleo directo del término infraestructu-
ra ferroviaria, que viene delimitado por
la Ley como «la totalidad de los elemen-
tos que formen parte de las vías principa-
les y de las de servicio y los ramales de
desviación para particulares, con excep-
ción de las vías situadas dentro de los ta-
lleres de reparación de material rodante
y de los depósitos o garajes de máquinas
de tracción. Entre dichos elementos se
encuentran los terrenos, las estaciones,
las terminales de carga, las obras civiles,
los pasos a nivel, las instalaciones vincu-
ladas a la seguridad, a las telecomunica-
ciones, a la electrificación, a la señaliza-
ción de líneas, al alumbrado y a la
transformación y al transporte de la ener-
gía eléctrica, sus edificios anexos y cua-
lesquiera otros que reglamentariamente
se determinen».

Por último, se aborda en la presente
monografía el examen de los diferentes
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aspectos relacionados con las infraestruc-
turas ferroviarias. Así, la nueva Ley regula
la administración de las mismas y enco-
mienda su gestión a la entidad pública
empresarial Red Nacional de los Ferroca-
rriles Españoles (RENFE), que cambia de
denominación y pasa a llamarse Adminis-
trador de Infraestructuras Ferroviarias
(ADIF), integrándose en su estructura el
antiguo gestor de infraestructuras (GIF).
El ADIF es dotado de personalidad jurídi-
ca propia, siendo una entidad pública em-
presarial que podrá construir, de acuerdo
con las directrices que le marque el Minis-
terio de Fomento, las infraestructuras 
ferroviarias con cargo a sus propios recur-
sos o a recursos ajenos.

Junto a la descripción del concepto de
infraestructura ferroviaria e íntimamente
ligada a la misma aparece otra figura de
nuevo cuño, como es la configuración de
la Red Ferroviaria de Interés General
(RFIG), que, a diferencia del tratamiento
que se daba en la LOTT a la Red Nacional
Integrada, en la que se agrupaban elemen-
tos tanto de carácter físico como presta-
cional, en la actual construcción jurídica
de la Red se agrupan en torno a la misma
elementos de carácter físico exclusiva-
mente.

V

A modo de conclusión, puede señalar-
se que el libro que acabo de recensionar
resulta novedoso y del máximo interés
para aquellos que deseen adentrarse en el
complejo mundo del sector ferroviario, ya
que ofrece una visión detallada y minucio-
sa del régimen jurídico de uno de los ele-
mentos clave de este sector: las infraes-
tructuras ferroviarias.

No me queda más que felicitar a la au-
tora de esta magnífica obra por su saber
hacer y rigor en la elaboración de la 
misma, de la que me atrevo a decir, sin
ningún género de duda, constituirá un li-
bro de referencia no sólo en los estudiosos
del ferrocarril en particular, sino también
en los del Derecho Administrativo en ge-
neral.

Javier GUILLÉN CARAMÉS

Universidad Rey Juan Carlos

RODRÍGUEZ-VIGIL RUBIO, Juan Luis: Inte-
gración o desmoronamiento. Crisis y al-
ternativas del Sistema Nacional de Sa-
lud español (Prólogo de Juan Carlos
RODRÍGUEZ IBARRA), Fundación Alfonso
Martín Escudero y Thomson-Civitas,
Cizur Menor, 2008, 502 págs.

Pocas personas conocen los entresijos
de nuestro sistema sanitario como Juan
Luis RODRÍGUEZ-VIGIL, protagonista desta-
cado del cambio operado en el ámbito de
la salud pública en la década de los ochen-
ta del pasado siglo, en tanto que Conseje-
ro del ramo de una Comunidad modélica
en este punto, como la asturiana, de la
que, más tarde, llegaría a ser Presidente.

Estando acreditada la presencia del
autor de este libro, durante años, en la pri-
mera línea de combate por una sanidad
universal y de calidad, lo que otorga una
presunción irrefutable de autoridad en la
materia, me atrevo a añadir, como com-
plemento para quien no lo conozca, que,
pese a su compromiso político, es persona
crítica, objetiva y de una enciclopédica
formación cultural, en la que viene desta-
cando como jurista, historiador e incluso
etnógrafo.

La obra, lo que es una garantía adicio-
nal, se enmarca dentro del conjunto de
obras promovidas desde la Fundación Al-
fonso Martín Escudero, que, bajo la direc-
ción del profesor Ramón PARADA, viene
prestando atención monográfica a los
grandes retos del Estado español y de los
servicios públicos. Y, ciertamente, este tra-
bajo sobre nuestro Sistema Nacional de
Salud (SNS) desborda los cauces de un
simple estudio organizativo o de un análi-
sis de eficiencia. Es un diagnóstico, muy
bien fundamentado, de una de las pilastras
fundamentales del Estado de bienestar y de
su cada vez más costoso, en todos los órde-
nes, encaje en nuestro modelo territorial.

Ese carácter neurálgico de la materia
es resaltado por el ilustre prologuista,
Juan Carlos RODRÍGUEZ IBARRA, quien, tras
destacar que el autor no puede ser consi-
derado un heterodoxo autonómico, aun-
que, como tantos, no esté en la ortodoxia
actual del partido en el Gobierno, en el
que ha militado desde muy joven, reflexio-
na sobre los aciertos del modelo democrá-
tico instaurado con la Constitución de

RECENSIONES Y NOTICIAS DE LIBROS BIBLIOGRAFÍA

Revista de Administración Pública
ISSN: 0034-7639, núm. 178, Madrid, enero-abril (2009), págs. 461-497 493

15-RECENSIONES  24/3/09  07:40  Página 493




